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TERCER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL (continuación)

1. El Sr. DUGARD dice que a los publicistas no les
gustan las contramedidas o represalias por recordarles
que el sistema en el que trabajan es primitivo y no dispo-
ne de los medios coercitivos existentes en los sistemas de
derecho interno. Probablemente sea ésta la razón de la
frecuencia con que las represalias o contramedidas no se
mencionan en los manuales de derecho internacional.
Son, sin embargo, una realidad de la vida internacional o,
como dice el Sr. Sreenivasa Rao, un mal necesario y
corresponde por ello a los publicistas progresistas limitar
sus excesos. La Comisión parece estar de acuerdo. Tiene
por tanto que aprobar disposiciones que, a pesar de reco-
nocer la existencia de contramedidas como un hecho
deplorable del ordenamiento jurídico internacional, estén
encaminadas a reducir su alcance. Los proyectos de ar-
tículos propuestos por el Relator Especial en su tercer
informe (A/CN.4/507 y Add.1 a 4) consiguen este objeti-
vo mediante ciertas modificaciones.

2. Por lo que respecta al artículo 47, el texto adoptado
en primera lectura era un modelo de falta de elegancia, y
complace al Sr. Dugard que el Relator Especial lo haya
retocado sustancialmente. Lamenta únicamente que haya
conservado la última frase, incluso si el Comité de
Redacción pudiera rehacerla para darle mayor claridad y
elegancia.

3. El Relator Especial ha rechazado con toda razón el
concepto de contramedidas recíprocas. Es ciertamente
imposible en la práctica que las contramedidas corres-
pondan a la obligación que ha sido incumplida. Por esta
razón en 1984, bajo el régimen de apartheid en
Sudáfrica, seis dirigentes del movimiento antiapartheid
se refugiaron en el consulado británico de Durban. El
Gobierno sudafricano consideró que la concesión de asilo
político a refugiados políticos en el consulado constituía
una violación de la Convención de Viena sobre Re-lacio-
nes Consulares. Como represalia se negó a cumplir un
compromiso que había adoptado de entregar a cuatro
sudafricanos al Reino Unido para que fueran juzgados en
ese país por violaciones del embargo de armas decretado
por el Gobierno británico. Esto constituye una ilustración
de las dificultades que hay en la práctica para hacer que
las contramedidas correspondan a la violación alegada.

4. El Sr. Dugard comparte la opinión del Sr. Sreenivasa
Rao respecto a la reversibilidad de las contramedidas. Si
bien el Relator Especial parece aceptarla en principio, no
la menciona expresamente en el párrafo 2 del artículo 47.
El Sr. Dugard considera que sería conveniente enunciar-
la en el artículo 47 y de ello podría encargarse el Comité
de Redacción.

5. Por lo que respecta a los artículos 47 bis y 50, el 
Sr. Dugard, pese a comprender las razones, claramente
expuestas en el párrafo 334 del informe, que llevaron al
Relator Especial a separar las dos disposiciones: el artí-
culo 47 bis referido a las contramedidas y el artículo 50 a
su efecto, considera, al igual que la mayoría de los miem-
bros que han comentado los proyectos de artículos, que
estas dos disposiciones están tan estrechamente relacio-
nadas que convendría reunirlas o, si no fuera posible,
colocar el artículo 50 inmediatamente después del artícu-
lo 47 bis. Además el título del artículo 50 no correspon-

de a su contenido y parece más apropiado el título pro-
puesto por el Sr. Simma, «Efectos prohibidos de las con-
tramedidas». El Comité de Redacción podrá solucionar
esta cuestión, como también modificar el artículo 47 bis
para tratar de eliminar la repetición de la palabra «obliga-
ciones».

6. El artículo 50 presenta mayores dificultades. Habría
que separar en primer lugar los derechos de terceras par-
tes y los derechos humanos en dos párrafos distintos. Por
tratarse de actos contrarios a los derechos humanos, es
inevitable que la mayor parte de las contramedidas afec-
ten a ciertos derechos humanos, en especial en las esferas
económica y social. El Sr. Dugard no está convencido a
ese respecto de la utilidad de la palabra «fundamentales».
Piensa también que, como ha propuesto el Sr. Simma,
habría que incluir una disposición prohibitiva de las con-
tramedidas perjudiciales al medio ambiente.

7. El apartado a propuesto por el Relator Especial para
el artículo 50 no es muy satisfactorio. Sería preferible
volver al texto del apartado b aprobado en primera lectu-
ra. La palabra «extremas» es realmente difícil de definir
pero debería mantenerse la expresión «la integridad terri-
torial o la independencia política» que en él figura, dadas
su importancia y la frecuencia con que aparece en las
resoluciones de la Asamblea General. El principio del
respeto a la integridad territorial y a la independencia
política tiene importancia para las naciones en desarrollo
y la redacción anterior era de todas maneras más clara. La
palabra «injerencia» es especialmente difícil de definir y
la expresión «jurisdicción nacional» es poco afortunada
porque en inglés remite a una época pasada en la que el
párrafo 7 del Artículo 2 de la Carta de las Naciones
Unidas prevalecía sobre el derecho internacional en todas
las circunstancias. No tiene cabida en un texto moderno
y sería preferible volver a la redacción aprobada en pri-
mera lectura.

8. Respecto a otros artículos, el Sr. Dugard nada tiene
que objetar a los artículos 49, 50 bis y 30, y aprueba el
artículo 48 a reserva de que se sustituyan en el apartado
c del párrafo 1 las palabras «se accederá» por las palabras
«se ofrecerá». Todos estos proyectos de artículos pueden
enviarse al Comité de Redacción.

9. El Sr. ELABARY dice que el concepto de contrame-
didas es muy controvertido y por principio es personal-
mente «alérgico» a él. Las contramedidas ponen en
evidencia el desequilibrio e incluso acrecientan las dife-
rencias entre los Estados ricos y poderosos y los demás
Estados. Por haber representado a su país en el Consejo
de Seguridad durante dos años, le consta pertinentemen-
te lo fácil que resulta a los Estados más poderosos impo-
ner su voluntad a la comunidad internacional. Sin
embargo, hay que hacer frente a la realidad, ya que en el
mundo contemporáneo su utilizan, e incluso abusivamen-
te, las contramedidas, estando hasta cierto punto recono-
cidas por el derecho internacional consuetudinario. La
Comisión debe por ello regularlas muy estrictamente.

10. Un incidente ocurrido en 1964 proporciona un buen
ejemplo de contramedida recíproca, proporcionada y
reversible. Durante los disturbios que conoció el Congo
en 1964, el Gobierno congolés decidió confinar al
Embajador de Egipto en el Congo. El Sr. Tschombe, de



paso por Egipto poco después, fue detenido y seguida-
mente confinado por el Gobierno egipcio. Fue liberado
cuando el Embajador egipcio lo fue.

11. Por lo que hace a los proyectos de artículos pro-
puestos por el Relator Especial, el Sr. Elabary preferiría,
al igual que el Sr. Pellet y por las razones aducidas por
éste, que el artículo 47 se redactara en términos negati-
vos: «El Estado lesionado no podrá adoptar contramedi-
das salvo si...». Además, sería preferible que el párrafo 1
de este artículo 47 terminara después de las palabras
«tales obligaciones», ya que lo que sigue es impreciso y
no añade nada.

12. Por lo que respecta al artículo 47 bis habría que
mencionar expresamente, en el apartado a, «la prohibi-
ción» de la amenaza o al uso de la fuerza, principio car-
dinal del derecho internacional contemporáneo. En el
párrafo 3 del artículo 48 deberían suprimirse las palabras
«tras un período razonable». Respecto a las contramedi-
das prohibidas de que se ocupa el artículo 50, el 
Sr. Elaraby se suma a las observaciones del Sr. Dugard y
desearía también volver a la redacción precedente y a la
expresión «la integridad territorial o la independencia
política». Por último, el Sr. Elaraby hace suyo el punto de
vista expuesto por el Relator Especial en el párrafo 366
de su informe respecto del artículo 30.

13. El Sr. ADDO dice que no puede negar que el siste-
ma de contramedidas sea más beneficioso para las nacio-
nes poderosas. El propio Relator Especial señala en el
párrafo 290 de su informe que en sus comentarios sobre
si debían mantenerse las disposiciones relativas a las
contramedidas, es decir los artículos 47 a 50, los gobier-
nos han señalado el desequilibrio inherente a las contra-
medidas, que sólo favorecen a los Estados más
poderosos. No es por tanto extraño que el antiguo
Relator Especial Riphagen señalara que la Comisión, al
definir las condiciones del recurso lícito a tales medidas,
debía procurar que las desigualdades reales entre los
Estados no favorecieran indebidamente a los Estados
poderosos y ricos en detrimento de los débiles y pobres.
Es por consiguiente necesario elaborar un sistema de
contramedidas equilibrado, lo que contribuirá en mayor
medida a poner término a los excesos tenidos por algu-
nos que de guardar silencio y hacer como si el problema
no existiera. Como ha dicho el Relator Especial, no
hacer nada respecto a las contramedidas puede ser catas-
trófico. En el estado actual de derecho internacional y de
las relaciones internacionales, es ciertamente necesario
que los Estados conserven el derecho a adoptar contra-
medidas en respuesta a actos cometidos en violación de
sus derechos jurídicos. Se reprocha invariablemente al
derecho internacional la falta de un mecanismo propio
para garantizar el respeto de sus disposiciones debido a
la falta de procedimientos judiciales obligatorios y del
poder limitado de las instituciones internacionales que
tratan de sancionar a quienes violan el derecho. Es inevi-
table en un mundo dividido.

14. El derecho internacional general autoriza las con-
tramedidas bajo ciertas condiciones y dentro de los lími-
tes de la necesidad y la proporcionalidad. Pero las
decisiones judiciales y arbitrales sobre las contramedidas

han sido escasas y el fenómeno ha sido relativamente
poco estudiado por la doctrina. La práctica de los
Estados, pese a ser abundante, no facilita muchas aclara-
ciones respecto a las circunstancias en las que las repre-
salias están autorizadas ni a los límites precisos de las
contramedidas. Se ha dicho que había que preferir los
módulos de solución pacífica a las contramedidas, pero
no se ha estudiado debidamente la relación entre ellos. Es
cierto que la autoayuda no violenta y las contramedidas
que no conllevan un recurso a la fuerza seguirán siendo
un elemento importante del derecho internacional y
podrán desarrollarse conforme se extienda la red de dere-
cho internacional y de obligaciones internacionales.
Cuanto más disposiciones jurídicas haya, más peligro
habrá de violaciones y reacciones a esas violaciones por
parte de quienes se consideran lesionados y carecen de
otro recurso. Medidas tales como los embargos comer-
ciales, la congelación de cuentas, la suspensión de obli-
gaciones convencionales y la expulsión de ciudadanos
extranjeros confirman esta observación. El asunto Accord
relatif aux services aériens constituye el ejemplo que ha
de seguirse sobre la forma de conseguir el respeto al
derecho internacional, a saber la autoayuda. La expresión
«contramedidas» que se utilizó por primera vez en este
asunto ha reemplazado recientemente a la palabra «repre-
salias», debido muy probablemente a su connotación
peyorativa, ya que incluye las represalias armadas, en la
actualidad ilícitas.

15. La contramedida es por tanto un hecho ilícito que se
convierte en lícito por ser una reacción a un hecho ilícito
anterior. Para el Sr. Addo esto es lo que dice el artículo 30
de la primera parte del proyecto.

16. Según el asunto Naulilaa, que parece ser el locus
classicus del derecho de represalias, el objeto de las
represalias debe ser la obtención de una reparación por el
hecho ilícito cometido por el Estado o la vuelta a la lega-
lidad procurando que las infracciones no se repitan y sólo
son lícitas cuando van precedidas de una «solicitud no
satisfecha» de reparación o de cumplimiento de las obli-
gaciones. Las contramedidas que implican los recursos a
la fuerza están prohibidas por el párrafo 4 del Artículo 2
de la Carta de las Naciones Unidas. 

17. Refiriéndose seguidamente a los proyectos de ar-
tículos propuestos por el Relator Especial, el Sr. Addo
aprueba su deseo de incorporar las contramedidas al capí-
tulo II de la segunda parte bis. Estas disposiciones susci-
tan, con todo, algunas observaciones. En primer lugar por
lo que hace al párrafo 2 del artículo 47, el Sr. Addo acon-
seja suprimirlo. Nada se perdería si desapareciera y 
si por el contrario se mantiene puede prestarse a confu-
sión y suscitar problemas de interpretación. Puede ser
también indebidamente restrictivo debido a las limitacio-
nes que impone.

18. En el artículo 47 bis, cabe preguntarse si debe con-
servarse el apartado e. Aunque nunca se ha permitido
infringir las normas de jus cogens, la Comisión tal vez
quiera mantener esta cláusula por un prurito de pruden-
cia. Por lo que hace al apartado c, que recoge la obliga-
ción relativa a la solución de controversias mediante
terceros cuando los Estados se han comprometido a
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resolver pacíficamente sus controversias, el Estado res-
ponsable debe, por lo general, disponer de suficiente
tiempo para poner remedio a la situación que ha creado.
No habría por tanto que adoptar decisiones apresuradas
tras la presentación de la demanda. Por consiguiente, si
los dos Estados se han comprometido formalmente a
solucionar pacíficamente sus controversias, debe consi-
derarse ilícito el recurso por uno u otro a las contramedi-
das. Sin embargo, pueden presentarse situaciones en que
resulten ineficaces los mecanismos de solución. En ese
caso es cuando el Estado lesionado puede imponer legíti-
mamente contramedidas, en virtud del derecho interna-
cional consuetudinario, y ello gracias a que el principio
de contramedidas tiene, desde el punto de vista de la apli-
cabilidad, una existencia distinta de la regla relativa 
a la solución de controversias en el marco del derecho de
los tratados.

19. Del análisis del Relator Especial se infiere que las
contramedidas, para ser lícitas, han de reunir los siguien-
tes requisitos: a) debe existir violación de una obligación
internacional; b) la solicitud del Estado lesionado debe
ser infructuosa; y c) las contramedidas adoptadas por el
Estado lesionado han de responder al principio de la pro-
porcionalidad.

20. El artículo 48 establece que en principio las contra-
medidas deben ir siempre precedidas de una solicitud del
Estado lesionado a la que el Estado responsable se haya
abstenido de responder. Aunque no existe una prescrip-
ción precisa que regule su contenido, la demanda ha de
estar expuesta tan claramente que el Estado responsable
no pueda llamarse a engaño y comprenda debidamente la
gravedad de las consecuencias que cabe prever. Contra-
riamente a lo establecido en el apartado b del párrafo 1,
el Estado lesionado no debería estar obligado a notificar
las contramedidas que prevea adoptar. Respecto al apar-
tado c, sería preferible decir que el Estado lesionado «se
ofrecerá a negociar», ya que es el Estado responsable
quien ha de aceptar este ofrecimiento o rechazarlo y en
ese caso exponerse a las contramedidas.

21. Por lo que respecta al párrafo 4, que versa sobre las
obligaciones que incumben al Estado lesionado en mate-
ria de solución de controversias, el principio de la buena
fe exige que el Estado que se ha obligado a someter una
controversia a un árbitro o juez no infrinja esta obliga-
ción mediante actos ilícitos. Una vez iniciado el procedi-
miento arbitral o judicial, debería dejar de ser posible el
recurso a las contramedidas, ya que pueden poner en peli-
gro la acción entablada. Por ello, sin duda, el Relator
Especial ha previsto este párrafo 4. Pero no ha resuelto
todos los problemas. Cuando los Estados pertenecen a un
organismo institucionalizado como la Comunidad Eco-
nómica de los Estados del África Occidental o la OUA,
que impone procedimientos de solución pacífica de las
controversias, es cierto que antes de adoptar contramedi-
das el Estado ha de agotar estos procedimientos. Durante
todo este tiempo, su derecho a recurrir a las contramedi-
das queda sencillamente en suspenso y puede ejercerlo de
nuevo si la institución de que se trate resulta ineficaz. Así
por ejemplo, en el caso Personnel diplomatique et consu-
laire des États-Unis à Téhéran, la CIJ, aunque en su pro-
videncia para la fijación de medidas transitorias exigió a
la República Islámica del Irán que pusiese fin a la deten-

ción de rehenes y a otros actos ilícitos, la República
Islámica del Irán no tuvo en cuenta este mandamiento
durante todo el resto del procedimiento. Es evidente que
la Corte no ofrecía en este caso un recurso útil. Puede por
tanto suceder que haya que mantener las contramedidas
durante el proceso cuando el tribunal no puede conseguir
que cese el prejuicio derivado de la violación que las ha
motivado.

22. El Sr. Addo aprueba sin reservas el principio consa-
grado en el artículo 49, así como la redacción dada a esta
disposición. Sin embargo, la determinación del criterio
de proporcionalidad puede, en su opinión, presentar algu-
nas dificultades. Aprueba igualmente el apartado a del
artículo 50 aunque, por lo que respecta al apartado b, esti-
ma que las contramedidas que supongan por ejemplo el
encarcelamiento o tortura de nacionales del Estado autor
deben considerarse ilícitas, puesto que violan las normas
reconocidas en materia de derechos humanos. Se plantea
la cuestión de saber si es necesario, para determinar la
licitud de las contramedidas, establecer una distinción
entre diversas categorías de derechos humanos. Todo el
mundo está de acuerdo en pensar que el Estado que adop-
ta las contramedidas no puede atentar contra la integridad
física de los nacionales del Estado responsable. Pero, por
ejemplo, si la libertad de circulación de los nacionales de
un Estado ha sido sometida a limitaciones por otro
Estado ¿es lícito que el primer Estado imponga restric-
ciones análogas a los nacionales del segundo? El Relator
Especial tal vez desee responder a esa cuestión.

23. Por otra parte, el apartado b del artículo 50 habla de
los derechos de terceros. Ahora bien, dada la creciente
interdependencia política y económica de los Estados, no
resulta imposible que las contramedidas adoptadas por un
Estado tengan repercusiones en terceros inocentes sin
que lo quiera el Estado que las ha adoptado. ¿Afectan los
daños a esos terceros o a sus bienes a la licitud de las con-
tramedidas? ¿Debería la Comisión elaborar artículos para
regular este caso específico? ¿Tienen a su vez derecho los
terceros lesionados a adoptar contramedidas y, en caso
afirmativo, contra quién: el Estado lesionado de origen o
el Estado autor de origen? Son cuestiones muy difíciles
que el Comité de Redacción tal vez desee examinar.

24. Para terminar, el Sr. Addo declara que se adhiere a
los principios enunciados en los proyectos de artículos 47
a 50 bis, que en su opinión deberían remitirse al Comité
de Redacción.

25. El Sr. GOCO, con referencia al apartado b del artí-
culo 50, se pregunta qué cabe entender por «derechos
humanos fundamentales». Dos pactos, el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, garantizan los derechos humanos civiles y
políticos, económicos, sociales y culturales. ¿Cuáles de
esos derechos no deben violarse para que la contramedi-
da sea lícita?

26. El Sr. ADDO responde que se trata del problema
que él mismo ha suscitado, ya que si la tortura es a todas
luces una contramedida ilícita, debería en cambio permi-
tirse la imposición de limitaciones a la libertad de circu-
lación de los nacionales del Estado responsable. Cita
como ejemplo la expulsión de nacionales nigerianos por



Ghana en 1969, seguida de la expulsión de nacionales
ghaneses por Nigeria en 1983.

27. El Sr. KAMTO señala la dificultad de considerar
que constituía una contramedida la expulsión de los gha-
neses por Nigeria, puesto que tuvo lugar más de 10 años
después del primer suceso.

28. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice que se
trata realmente de un problema de coordinación entre los
tratados multilaterales que garantizan los derechos huma-
nos y el sistema de contramedidas. La distinción hecha
por el Sr. Addo es correcta, aunque de lo que en todo caso
se trata es de proteger los derechos humanos contra los
efectos de las contramedidas. Por lo que a él respecta,
aconseja a la Comisión que no se pronuncie sobre el
punto de saber si existen derechos fundamentales que en
determinadas circunstancias se pueden suspender en
razón de las contramedidas y otros derechos absoluta-
mente intangibles.

29. El Sr. MOMTAZ dice que el Relator Especial ha
conseguido establecer en conjunto un justo equilibrio
entre los intereses del Estado lesionado y los del Estado
autor del hecho ilícito. Claramente se desprende de su
informe que las contramedidas, aunque puedan ser consi-
deradas lícitas bajo determinadas condiciones restrictivas
en derecho internacional, deberían constituir siempre una
solución de última instancia. Los nuevos artículos pro-
puestos tienen por finalidad prevenir el uso excesivo de
contramedidas estableciendo limitaciones tanto de fondo
como de procedimiento a la libertad de recurrir a ellas el
Estado lesionado.

30. Por lo que hace en primer lugar a las limitaciones
sustantivas, o de fondo, comienzan en el artículo 47 con
la definición misma del objeto de las contramedidas. El
párrafo 1 de este artículo no plantea problemas ya que
establece que las contramedidas están encaminadas a
inducir al Estado responsable de un hecho internacional-
mente ilícito a cumplir con sus obligaciones, en otras
palabras que no tendrían carácter punitivo alguno. La
cuestión podría sin embargo plantearse en el caso de una
violación de derecho internacional constitutiva de delito.
La Comisión tendrá ocasión de volver sobre este tema en
una etapa ulterior de sus trabajos.

31. El artículo 47 bis enumera las circunstancias que
excluyen el recurso a las contramedidas por parte del
Estado lesionado. Podría abreviarse la lista, no exhausti-
va, que figura en el artículo dada la coincidencia entre
varios de sus elementos. Por ejemplo, en los apartados a
y e bastaría con hablar de «normas imperativas de dere-
cho internacional general». Las obligaciones relativas a
la amenaza o el empleo de la fuerza de que trata el apar-
tado a están consagradas en la Carta de las Naciones
Unidas y constituyen incontestablemente una norma
imperativa de derecho internacional. Lo mismo cabe
decir de las inmunidades diplomáticas mencionadas en el
apartado b, cuyo carácter imperativo e inquebrantable 
ya no ofrece duda. La CIJ ha sido bastante clara a 
este respecto.

32. En lo que respecta al apartado d, relativo a las obli-
gaciones de carácter humanitario, tal vez habría que pre-
cisar que se trata de disposiciones tanto de derecho
humanitario como del derecho de los derechos humanos.

En ambos casos están prohibidas las represalias contra
personas protegidas por estos dos cuerpos de normas. Es
evidente que el apartado d está basado en el párrafo 5 del
artículo 60 de la Convención de Viena de 1969, que no
permite dar por terminadas las disposiciones «relativas a
la protección de la persona humana contenidas en trata-
dos de carácter humanitario». Esta disposición es innega-
blemente la expresión de una costumbre internacional
debidamente establecida a la que, es interesante señalar,
se refirió la CIJ en 1970, mucho antes de la entrada en
vigor de la Convención, en su opinión consultiva sobre el
asunto Namibie.

33. Tras comprobar la existencia de un vínculo lógico
entre el artículo 47 bis y el artículo 50, ambos relativos a
las contramedidas prohibidas, el Sr. Momtaz pasa direc-
tamente a esta última disposición. Lamenta que en su
apartado b ya no se haga referencia a las contramedidas
que atentan contra la independencia política del Estado
autor del hecho ilícito. En el párrafo 352 de su informe el
Relator Especial justifica la supresión ante la dificultad
de saber de qué forma las contramedidas podrían atentar
contra la independencia política del Estado autor. La
cuestión podría muy bien plantearse en caso de que el
Estado lesionado fuese el principal socio comercial del
Estado autor y como contramedida se negara a comprar-
le, por ejemplo, la producción de su monocultivo. La pér-
dida de ingresos que supondría podría innegablemente,
por su naturaleza, atentar contra la independencia políti-
ca del Estado autor.

34. Por lo que respecta al apartado b del artículo 50, la
referencia a los «derechos humanos fundamentales»
puede provocar algunas dificultades: ¿qué se entiende
por «derechos fundamentales»? Pueden tratarse de dere-
chos humanos que no admiten suspensión alguna, aunque
éste no siempre es el caso. Así por ejemplo, el artículo 11
del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales califica de «fundamental» el dere-
cho de toda persona a estar protegida contra el hambre.
Se estaría por tanto tentado de decir que, según el aparta-
do b del artículo 50, deberían prohibirse por violar un
derecho fundamental las contramedidas que tuvieran por
consecuencia hacer padecer hambre a la población civil
del Estado autor del hecho ilícito.

35. Conviene a este respecto recordar que el artículo 23
del Convenio de Ginebra relativo a la protección debida
a las personas civiles en tiempos de guerra, de 12 de
agosto de 1949, obliga a cada una de las Partes contratan-
tes a autorizar el libre paso de todo envío de medicamen-
tos y de material sanitario destinados únicamente a la
población civil de otra Parte contratante, aunque sea ene-
miga. Este artículo recoge innegablemente una costum-
bre bien establecida. Estarían pues prohibidas las
medidas encaminadas a interrumpir el envío de tales pro-
ductos en tiempo de guerra y a fortiori en tiempos de paz.

36. A propósito todavía del artículo 50, el Sr. Momtaz
expresa las muy graves dudas que le inspira el ejemplo
puesto en la última nota a pie de página del párrafo 347
del informe. Nada tiene que ver con el tema objeto de
examen el derecho reconocido a las marinas de guerra de
los Estados beligerantes de inspeccionar en alta mar los
buques mercantes que arbolen pabellón de un Estado
neutro para asegurarse de que no transportan contraban-
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do de guerra con destino al territorio enemigo. Además
en francés la expresión droits de poursuite no viene al
caso porque tiene un sentido muy distinto en derecho del
mar. Si se quiere conservar esta nota habría que modifi-
car su contenido.

37. Por lo que respecta a las limitaciones llamadas pro-
cesales que enmarcan las contramedidas, el Sr. Momtaz
considera pertinente la observación del Sr. Simma que
pone en duda la utilidad del proyecto de artículos de las
disposiciones relativas a la solución de controversias.
Pueden surgir controversias entre los Estados afectados
por las contramedidas respecto al carácter del acto atri-
buido al Estado objeto de estas contramedidas. Éstas sólo
pueden justificarse como respuesta a un comportamiento
ilícito. Podría por tanto plantearse un conflicto precisa-
mente sobre la cuestión de saber si el hecho era o no ilí-
cito. Así por ejemplo, cuando el Iraq denunció en 1969 el
tratado fronterizo que desde 1937 tenía con Irán, se jac-
taba de actuar contra un Estado «pretendidamente res-
ponsable», para emplear la expresión del Sr. Kamto, pero
su iniciativa era, más que una contramedida lícita, una
medida de retorsión o represalia.

38. Sería conveniente en estas circunstancias recoger
en el texto el recurso a una solución de controversias por
terceros. Son numerosos los casos de Estados que adop-
tan contramedidas en virtud de hechos cuya ilicitud
rechaza taxativamente el Estado objeto de la contramedi-
da. En caso de duda sobre la ilicitud del hecho originario
y cuando el derecho internacional no se pronuncie cate-
góricamente respecto de esa cuestión o esté en plena
mutación, el Sr. Momtaz se pregunta si no habría que
imponer el recurso a un proceso obligatorio de solución.
El artículo 50 bis es bien acogido porque responde a una
preocupación básica.

39. Para terminar, el Sr. Momtaz llama la atención
sobre el párrafo 364 del informe, en el que se ponen
como ejemplo los acuerdos relativos al intercambio de
prisioneros de guerra. No le parece que la expresión sea
correcta ni que se ajuste al derecho humanitario interna-
cional, ya que en virtud del artículo 118 del Convenio de
Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de gue-
rra, de 12 de agosto de 1949, los Estados beligerantes
están obligados a liberar sin condición alguna, y no a
intercambiar, a los prisioneros de guerra en su poder
desde el fin de las hostilidades activas. En otras palabras,
toda organización por los Estados de un intercambio de
prisioneros de guerra sería contraria a este Convenio, que
consagra una costumbre incuestionablemente estableci-
da. Sería preferible no citar ese ejemplo.

40. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA observa que la
cuestión de las contramedidas constituye un tema políti-
camente sensible, a juzgar por la diversidad de las reac-
ciones de los Estados a los proyectos de artículos
aprobados por la Comisión en primera lectura. La elabo-
ración de un cuerpo de normas de derecho para canalizar
y circunscribir las consecuencias de las contramedidas
obedece precisamente a la necesidad de dar un aire de
normalidad a una decisión que depende, por su naturale-
za, de la sola apreciación soberana de su autor, pero
cuyas consecuencias suscitan temores. Los artículos 47 a
50 en el párrafo 367 del tercer informe constituyen, por

ello, una opción valiente que convendría utilizar al me-
nos como texto de trabajo de la Comisión.

41. La sección D del capítulo III suscita tres tipos de
observaciones generales. Para comenzar, su lectura
puede inspirar, al menos, dos actitudes. La primera de
dramatización, inspirada por el concepto de contramedi-
da como sistema de excepción, como mecanismo de jus-
ticia privada frente al nivel de institucionalización
alcanzado en la comunidad internacional, actitud que
impone la normalización y codificación de las contrame-
didas. A ella cabe oponer una actitud de trivialización o
indiferencia motivada por la dependencia del recurso a
las contramedidas de la única apreciación, por el Estado,
de la importancia de sus intereses —atribuyendo a las
contramedidas en cierta manera una función «alimenta-
ria»—, actitud expuesta por el árbitro Reuter en el asun-
to Accord relatif aux services aériens. Desde esta
perspectiva es necesaria la codificación del derecho rela-
tivo a las contramedidas ya que puede contribuir a limi-
tar la influencia de la ley de la jungla en las relaciones
internacionales. Cualquiera que sea la actitud adoptada,
deben continuarse las actividades de la Comisión.

42. Para que prosigan efectivamente estas actividades,
es necesario que la Comisión sepa de qué habla. Ahora
bien, la sección D del capítulo III constituye un paso atrás
respecto al texto aprobado por la Comisión en primera
lectura sobre el concepto mismo de contramedida, que
tenía a la vez la ventaja y el inconveniente de considerar-
la un hecho justificado por su finalidad, sin entrar en
detalles sobre su consistencia material. La sección D
guarda completamente silencio sobre este punto, lo que
constituye uno de los puntos débiles del artículo 47 en la
forma enmendada por el Relator Especial. La adición 3
tampoco regula las contramedidas, especialmente en el
caso de una pluralidad de Estados responsables, ya que
todo Estado, por poderoso que sea, pierde parte de su
fuerza ante una diversidad de adversarios contra todos los
cuales nunca está seguro de tener razón. Ello lleva a rela-
tivizar la eficacia misma de las contramedidas. Por últi-
mo, la fragmentación del concepto mismo de contra-
medidas, distinguiendo entre contramedidas adoptadas
por el Estado lesionado a título en cierta manera transito-
rio y contramedidas ordenadas por terceros imparciales,
puede poner en peligro la unidad del régimen que se ela-
bora. La sección D no regula específicamente el régimen
de ninguno de estos tipos de contramedidas, pese a la
ventaja que supondría disponer de un mecanismo integra-
do de solución de controversias que fuera adecuado.

43. Por último, de la lectura del informe parece inferir-
se la necesidad de que el marco normativo de contrame-
didas descanse en dos pilares básicos que permitan
determinar su funcionamiento racional. Se trata, por una
parte, de la exigencia de proporcionalidad que, pese a
tener el carácter ya innegable de regla o principio gene-
ral del derecho, sería conveniente formular de forma más
correcta en los proyectos de artículos para evitar todo
equívoco sobre los móviles de la contramedida y facilitar
de esta forma la determinación de la buena fe de su autor
en el momento en que decide utilizarla. El segundo pilar,
que por faltar en el proyecto debería ser objeto de una
propuesta del Relator Especial y de la Comisión, es el
establecimiento más que necesario de un mecanismo de
solución de controversias, haciéndolo lo más abierto



posible para proporcionar unos cimientos más racionales,
o una legitimidad, a las contramedidas en el derecho
internacional actual y contribuir de esta forma a reducir
la ambigüedad creada por la dualidad de las contramedi-
das —por un lado transitorias y por otro impuestas a los
Estados por un tercero imparcial—. Todo ello llevaría a
establecer una racionalidad que reduciría el alcance de la
presunción de responsabilidad de que podría prevalerse
el Estado que se considere lesionado para instrumentar
uno u otro comportamiento como contramedida frente al
Estado presuntamente responsable. Cabe efectivamente
temer un encadenamiento de contramedidas que choquen
o compitan entre sí, precisamente por la imposibilidad de
saber quién es responsable y quién lesionado, problema
al que la sección D del capítulo III no propone la menor
solución. La eficacia o utilidad de la técnica de las con-
tramedidas y, por consiguiente, la fiabilidad de los pro-
yectos de artículos a ellas relativas están de alguna forma
en entredicho.

44. El Sr. Pambou-Tchivounda desea hacer algunas
propuestas de modificación antes de remitir los proyectos
de artículos al Comité de Redacción. Propone ante todo
que el artículo 47 lleve el título de «Finalidad y objetivo
de las contramedidas» y no el de «Finalidad y contenido
de las contramedidas» porque lo que cuenta es el objeti-
vo perseguido cuando un Estado decide adoptar contra-
medidas. Respecto a la definición de contramedidas,
cuya necesidad se impone por sí misma pero que consti-
tuye una novedad en el sistema de responsabilidad de los
Estados, propone, inspirándose en el principio del párra-
fo 1 del artículo 47 aprobado en primera lectura, la
siguiente redacción: 

«A los efectos de los presentes artículos, se entien-
de por “contramedida” la adopción unilateral por el
Estado lesionado de cualquier disposición que estime
adecuada para inducir al Estado responsable a cumplir
sus obligaciones a tenor de los mencionados artículos,
mientras que este último Estado no cumpla esas obli-
gaciones ni responda a las peticiones del Estado lesio-
nado de que proceda a su cumplimiento.» 

El último período de frase permite evitar el recurso al
concepto de necesidad que por su excesiva carga de sub-
jetividad puede suscitar polémicas. El párrafo 2 podría
modificarse como sigue: 

«A reserva de las condiciones y limitaciones enun-
ciadas en los artículos 48 a 50, el Estado lesionado
puede adoptar contramedidas respecto a la ejecución
de una o varias obligaciones internacionales que tenga
para con el Estado responsable.» 

Convendría por último volver al párrafo 3 del texto apro-
bado en primera lectura sustituyendo las palabras
«Estado autor del hecho internacionalmente ilícito» por
«Estado responsable».

45. El artículo 47 bis es el resultado del desmembra-
miento del artículo 50 aprobado en primera lectura, que
no tiene razón de ser. Habría, por el contrario, que partir
de la idea de integrar el artículo 47 bis propuesto por el
Relator Especial y el artículo 50 aprobado en primera lec-
tura para constituir un todo, aunque algo más condensa-
do, en el sentido preconizado por el Sr. Momtaz y el 

Sr. Pellet. En cambio, es preferible el título «Obligacio-
nes no sometidas a contramedidas» al título «Contra-
medidas prohibidas» que había aprobado la Comisión 
en primera lectura y que encierra una contradicción. 
Las contramedidas, cuando están autorizadas, no pueden
prohibirse.

46. El proyecto de artículo 48 propuesto por el Relator
Especial es la consecuencia de un proceso metodológico
que, alejado de una perspectiva funcional y en un plan
estrictamente formal o estructural, olvida la necesidad de
que las contramedidas sean útiles y gocen de un arraigo
mínimo en el orden jurídico internacional preexistente
para servir, no sólo a los Estados, sino, por encima de los
Estados, al derecho internacional y a la comunidad inter-
nacional. El Sr. Pambou-Tchivounda aboga por un artícu-
lo 48 formado por tres párrafos. El párrafo 1 debería
subordinar el ejercicio del derecho de adoptar contrame-
didas al establecimiento previo de un sistema de solución
de controversias que es forzosamente necesario prever en
el cuerpo de disposiciones. Convendría para ello inspirar-
se en el texto del párrafo 2 del artículo 48 aprobado en
primera lectura, de manera que el párrafo 1 diga: 

«El Estado lesionado que tome contramedidas de-
berá cumplir sus obligaciones en materia de solución
de controversias de conformidad con los presentes
artículos o con cualquier otro procedimiento de solu-
ción de controversias en vigor entre el Estado lesiona-
do y el Estado responsable o que estos dos Estados
acuerden.» 

Seguiría un párrafo 2 relativo a las medidas transitorias,
que no hay que excluir sino que integrar de acuerdo con
el párrafo 1. Vendría por último el párrafo 3, que corres-
pondería a lo que el Sr. Pellet ha llamado «la colocación
del orden de los factores», redactado como sigue: 

«El Estado lesionado que tome contramedidas
habrá de ajustarse al siguiente procedimiento: 

»a) solicitud de cese o de reparación; 

»b) oferta de negociación; 

»c) notificación de las contramedidas.»

47. Por último, los artículos 49 y 50 estarían consagra-
dos a la proporcionalidad y la suspensión de las contra-
medidas, siguiendo las directrices propuestas por el
Relator Especial en la sección D del capítulo III.

Cooperación con otros organismos

[Tema 9 del programa]

DECLARACIÓN DEL OBSERVADOR
DEL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

48. El PRESIDENTE da la bienvenida al Sr. Brynmor
T. I. Pollard, observador del Comité Jurídico Interameri-
cano, y le da la palabra.

49. El Sr. POLLARD (Observador del Comité Jurídico
Interamericano) recuerda que el Comité está compuesto
por 11 juristas nacionales de los Estados miembros de la
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OEA elegidos a título personal por cuatro años por la
Asamblea General de la Organización y pueden ser 
reelegidos.

50. El Comité tiene por principal vocación servir de
órgano consultivo de la OEA en cuestiones jurídicas
internacionales, promover el desarrollo progresivo y la
codificación del derecho internacional y estudiar los pro-
blemas jurídicos que plantea la integración de los países
en desarrollo del hemisferio y la normalización de su
legislación. En sus últimos períodos de sesiones ordina-
rios ha mostrado especial interés por cinco grandes
temas, a saber, el derecho a la información, especialmen-
te a las informaciones personales (y sus limitaciones), la
mejora de la administración de justicia en los países de
América, la aplicación de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar por los Estados del
hemisferio, la elaboración de un informe sobre los dere-
chos humanos y la biomedicina o sobre la protección del
cuerpo humano y los aspectos jurídicos de la seguridad
del hemisferio.

51. A petición de la Asamblea General de la OEA, el
Comité trata de averiguar el alcance con que las legisla-
ciones nacionales tratan del acceso a la información y de
la protección de los datos personales para decidir sobre la
conveniencia de elaborar un anteproyecto de convención
interamericana sobre el modelo del Convenio sobre la
protección de las personas con respecto al tratamiento
automatizado de datos de carácter personal. Conviene, en
su opinión, que los sistemas de correo electrónico o de
transmisión numérica de datos, sean públicos o privados,
gocen de la suficiente protección jurídica. Dado que sólo
seis Estados miembros han respondido a estas solicitudes
de información, el Comité decidió continuar el examen
de la cuestión para determinar la mejor manera de proce-
der, en especial si había que prever el establecimiento de
principios fundamentales, directivas, una ley tipo o un
proyecto de instrumento internacional que abarcase esta
esfera de actividad.

52. El tema «Perfeccionamiento de los sistemas de
administración de justicia en las Américas», que figura
en el temario del Comité desde 1995, ha sido objeto de
un informe preliminar presentado al Consejo Permanente
de la OEA. En él figura un estudio a fondo de los princi-
pios, procedimientos y mecanismos encaminados a pre-
servar la independencia de los magistrados y los
abogados en el ejercicio de sus funciones. El Comité es
muy favorable a las iniciativas emanadas de las reuniones
de ministros de justicia o fiscales generales de la región.
Se congratula en especial por la decisión adoptada por los
ministros de crear el Centro de Estudios de Justicia de las
Américas y de su proclamada voluntad de mejorar el
acceso de los estamentos sociales desfavorecidos a la jus-
ticia así como de reforzar la cooperación entre los
Estados miembros de la OEA en la lucha contra la delin-
cuencia transnacional y la ciberdelincuencia.

53. En marzo de 2000, el Comité aprobó un documen-
to donde se examinaban los derechos y las obligaciones
de los Estados en virtud de la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar y decidió que se
distribuyera a todos los organismos de los Estados miem-
bros encargados de aplicar la Convención o interesados
por el derecho del mar. Se trata de una guía muy útil para

dar efecto a las disposiciones de la Convención, habida
cuenta de la complejidad de ésta y de las dificultades que
los Estados en desarrollo encuentran en su aplicación. El
Comité decidió asimismo continuar el examen de la cues-
tión teniendo en cuenta los comentarios que pudiera reci-
bir de los Estados miembros y de la Comisión de Asuntos
Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA.

54. A iniciativa de uno de sus miembros, el Comité co-
menzó a examinar la cuestión de la elaboración de un
informe sobre los derechos humanos y la biomedicina y
sobre la protección del cuerpo humano. Entre los proble-
mas abordados figuraban los relativos al derecho a la
vida a partir del momento de la concepción y a los
embriones excedentarios en los procedimientos de insemi-
nación o de fecundación artificial. Se acordó que el objeti-
vo supremo debería ser la protección del embrión, dejando
de lado prácticas como la maternidad de substitución o la
paternidad póstuma. En cambio se juzgó prematura la idea
de elaborar una ley tipo o un proyecto de convención en
esta materia. El Comité decidió informar al respecto a la
Organización Panamericana de la Salud solicitándole que
le comunicara la información y las opiniones sobre los fac-
tores científicos, médicos y técnicos que entran en juego y
cualesquiera otras observaciones pertinentes.

55. En el 56.º período ordinario de sesiones del Comité,
celebrado en Washington D.C. del 20 al 31 de marzo de
2000, tuvo lugar un intercambio de opiniones en el marco
de una reunión conjunta con los asesores jurídicos de los
ministerios de relaciones exteriores de la OEA sobre el
problema de una nueva idea de seguridad en el hemisfe-
rio. Presentaron documentos Chile, México y el Perú, así
como algunos miembros del Comité. Uno de éstos pre-
sentó en nombre del Canadá un documento titulado
«Human Security: Safety for People in a Changing
World». Según la tesis canadiense, la seguridad de los
Estados y la seguridad de los hombres son función una de
otra. Es imposible un mundo seguro si sus habitantes no
están en seguridad. En las otras comunicaciones se trata
de la seguridad futura del hemisferio en el marco amplio
de la responsabilidad mundial. Todas estas cuestiones
serán objeto de un examen más amplio en el siguiente
período de sesiones del Comité.

56. Las reuniones conjuntas con los asesores jurídicos
de los ministerios de relaciones exteriores de los Estados
miembros de la OEA que tenían lugar todos los años se
celebrarán en adelante cada tres años. En el marco de una
de esas reuniones conjuntas en agosto de 1998 se exami-
naron los informes preliminares de los coorganizadores
en 1999 del Centenario de la primera Conferencia Inter-
nacional de Paz. Los coorganizadores se han comprome-
tido a tener en cuenta las opiniones expuestas y las
conclusiones a que se llegó en esta reunión en los traba-
jos finales de esos informes.

57. Por otra parte, el Comité organiza todos los años,
desde 1974, para funcionarios de los países de la OEA un
curso de derecho internacional en el que participan espe-
cialistas de renombre. En agosto de 1999 pronunciaron
conferencias los Sres. Baena Soares y Candioti, miem-
bros de la CDI.

58. Para terminar, da las gracias a los miembros de la
Comisión por la oportunidad que le han ofrecido de man-




